
«Fallamos: Qué desestimamos le presente recurso contencioso- 
administrativo, promovido por el Instituto de Actuarios Españo­
les, Colegio Profesional, y declaramos ajustados a derecho los 
actos recurridos, del Ministerio de Hacienda, de diez de febrero 
de mil novecientos setenta y ocho y dieciséis de abril de mil 
novecientos setenta y nueve, referentes a convocatoria de oposi­
ciones a plazas en el Cuerpo Técnico de Inspección de Seguros 
y Ahorros. Sin hacer expresa imposición de las costas del re­
curso.»

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 30 de mayo de 1980.—El Subsecretario de Hacienda, 

Carlos García de Vinuesa y Zabala.

Ilmo. Sr. Director general de Seguros.

14615 ORDEN de 30 de mayo de 1980 por la que se 
acuerda la ejecución, en sus propios términos de 
la sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supre­
mo en el recurso contencioso-administrativo, en 
grado de apelación, interpuesto por «Comercial Ber- 
tolini, S. A ».

Ilmo. Sr.: Visto el testimonio de la sentencia dictada en 10 de 
noviembre de 1979 por la Sala Tercera del Tribunal Supremo 
en el recurso contencioso-administrativo, en grado de apelación, 
interpuesto por «Comercial Bertolini, S. A.», representada por 
el Procurador don Felipe Hamos Arroyo, contra sentencia dic 
tada con fecha 24 de junio de 1978 por la Sección Segunda de la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, 
en el recurso de alzada número 266 de Registré general y 20.114 
de Sección, referente a la negativa a proponer el decomiso en 
frontera de maquinaria de procedencia extranjera.

Resultando que concurren en este caso las circunstancias 
previstas en el artículo 105 de la Ley jurisdiccional de 27 de 
diciembre de 1956,

E6te Ministerio ha tenido a bien disponer la ejecución en sus 
propios términos de la referida sentencia, cuya parte disposi­
tiva dice lo que sigue:

«Fallamos: Que se desestima el recurso de apelación in­
terpuesto por la Compañía mercantil "Comercial Bertolini, So­
ciedad Anónima”, contra la sentencia de veinticuatro de junio 
de mil novecientos setenta y ocho dictada en el recurso nú­
mero veinte mil ciento catorce/setenta y siete, por la Sección 
Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Au­
diencia Nacional, cuya resolución confirmamos íntegraménte; 
sin hacer especial condena de las costas de esta apelación.»

Lo que comunico, a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. 1. muchos años.
Madrid, 30 de mayo de 1980.—P. D., el Subsecretario de 

Hacienda, Carlos García de Vinuesa y Zabala.

Ilmo. Sr. Director general dé Aduanas e Impuestos Especiales.

M° DE OBRAS PUBLICAS 
Y URBANISMO

14616 ORDEN de 6 de mayo de 1980 por la que se dis­
pone el cumplimiento en sus propios términos de 
la sentencia recaída en el recurso contencioso-admi­
nistrativo, en grado de apelación, número 51.519.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo, en grado 
de apelación, seguido ante el Tribunal Supremo con el núme­
ro 51.519, interpuesto por «Zirconio, S. A.», contra la sentencia 
dictada con fecha 11 de diciembre de 1975 por la Audiencia 
Territorial de Valencia en el recurso 703/74, se ha dictado 
sentencia con fecha 7 de marzo de 1979, cuya parte disposi­
tiva, literalmente, dicé:

«Fallamos: Que estimando en parte el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por la representación de la Compa­
ñía mercantil "Zirconio, S. A ”, contra sentencia diotada, con 
fecha once de diciembre de mil novecientos setenta y cinco, por 
la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Terri­
torial de Valencia, sobre justiprecio de la finca número uno, 
sita en Puebla de Arenoso '(Castellón), expropiada por la Confe­
deración Hidrográfica del Júcar para la construcción de la 
presa del embalse de Arenós (Castellón de la Plana), a que 
estas actuaciones se contraen, debemos anular y anulamos los 
acuerdos del Jurado Provincial de Expropiación Forzosa de Cas­
tellón de la Plana de veinticinco de abril y nueve de Octubre 
de mil novecientos setenta y cuatro, por su disconformidad a 
derecho, y con revocación de la sentencia apelada, señalamos 
como justo precio por la expropiación de dicho precio la canti­
dad de quince millones novecientas dos mil doscientas cincuenta

(15.902.250) pesetas, más el cinco por ciento en concepto de 
premio de afección y los intereses legales correspondientes deri­
vados, de la ocupación urgente. No hacemos especial imposición 
de costas en ninguna de ambas instancias.»

Esté Ministerio, de conformidad con lo establecido en los 
artículos 103 y siguientes de la Ley reguladora de la juris­
dicción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, 
ha dispuesto que se cumpla en sus propios términos la refe­
rida sentencia.

Lo qué comunico a V. 1. para su conocimiento y demás 
efectos.

Madrid, 6 de mayo de 1980.—P. D., el Subsecretario de Obras 
Públicas y Urbanismo, Manuel Pérez Olea.

Ilmo. Sr. Director general de Obras Hidráulicas.

14617 ORDEN de 6 de mayo de 1980 por la que se 
dispone el cumplimiento en sus propios términos 
la sentencia recaída en el recurso contencioso-ad­
ministrativo, en grado de apelación, número 52.066.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo, en grado 
de apelación, seguido ante el Tribunal Supremo con el número 
52.066, interpuesto por el Abogado del Estado, contra la sen­
tencia dictada con fecha 13 de junio de 1977 por la Audiencia 
Territorial de Valladolid en el recurso 190/76, promovido por 
don Heliodoro Valbuena García y otros, contra resolución de 12 
de febrero de 1976, sobre desestimación de la petición de indem­
nización de perjuicios ocasionados por disminución de produc­
ción, derivada de reducción de superficie de explotación, a causa 
de expropiación forzosa, como consecuencia de las obras del 
embalse de Riaño, se ha dictado sentencia con fecha 11 de 
febrero de 1980, cuya parte dispositiva, literalmente dice:

«Fallamos: Que desestimando el recurso de apelación inter­
puesto por la Abogacía del Estado contra sentencia de la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de 
Valladolid dictada en trece de junio de mil novecientos setenta 
y siete, en recurso interpuesto por don Heliodoro Valbuena 
García y otros, seguido bajo el número ciento noventa de mil 
novecientos setenta y seis, confirmamos referida sentencia, sin 
especial imposición de costas.»

Este Ministerio, de conformidad con lo establecido en los 
artículos 103 y siguientes de la Ley reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dis­
puesto que se cumpla en sus propios términos la referida sen­
tencia.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y demás 
efectos.

Madrid, 6 de mayo de 1980.—P. D., el Subsecretario de Obras 
Públicas y Urbanismo, Manuel Pérez Olea.

Ilmo. Sr. Director de' la Confederación Hidrográfica del Duero.

14618 ORDEN de 6 de mayo de 1980 por la que se 
dispone el cumplimiento en sus propios términos 
de la sentencia recaída en el recurso contencioso-
administrativo, en grado de apelación, número 
42.450.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo, en grado 
de apelación, seguido ante el Tribunal Supremo, con el número 
42.450, interpuesto por el Abogado del Estado, representante y 
defensor de la Administración, contra la sentencia dictada el 29 
de enero de 1976 por la Audiencia Territorial de Pamplona, en 
el recurso número 157/74, promovido por don Jaime y don 
Pablo Martínez Jurío, contra resolución de 25 de febrero de 
1974, sobre cambio de clasificación en polígono de Abaco-Pes­
quera del plan general de ordenación urbana de Tafalla, se ha 
dictado sentencia con fecha 30 de enero de 1980, cuya parte 
dispositiva, literalmente, dice:

«Fallamos: Que desestimando, como desestimamos, la apela­
ción interpuesta por el Abogado del Estado contra la sentencia 
de la Sala de esta jurisdicción en la Audiencia de Pamplona 
de veintinueve de enero de mil novecientos setenta y cinco, anu- 
latoria del acto desestimando la alzada contra la aprobación 
de la modificación del plan general de Tafalla, debemos con­
firmar dicha sentencia y la confirmamos sin expresa mencióh 
de las costas de esta apelación.»

Este Ministerio, de conformidad con lo establecido en los 
artículos 103 y siguiente! de la Ley reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dis­
puesto que se cumpla en sus propios términos la referida sen­
tencia.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y demás 
efectos.

Madrid, 6 de mayo do 1980.—P. D., el Subsecretario de Obras 
Públicas y Urbanismo, Manuel Pérez Olea.

Ilmo. Sr. Director general de Acción Territorial y Urbanismo.


